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ENMIENDA Nº 2 

 

El Consejo Nacional de Vialidad comunica a todos los potenciales oferentes que, de conformidad con 

lo establecido en el Documento Estándar para la Licitación Pública Internacional, se emite la presente 

Enmienda en las partes que en este documento se indiquen. 

 

1. En la Sección II.Datos de la Licitación (DDL), apartado 5.5(d) del Documento Estándar para 

Licitación Pública Internacional, el siguiente párrafo: 

Adicionalmente a lo establecido en los IAO, se considerará conflicto de interés: 

La persona jurídica, personal ofrecido o partes del APCA no podrán formar parte de manera 

simultánea dentro de roles del contratista de obra y de la Supervisión. 

Ámbito de aplicación: 

La prohibición para participar en procedimientos de contratación pública se extiende a lo largo 

de todo el procedimiento de contratación, desde la definición del objeto contractual hasta la fase 

de ejecución. 

Participación de los servidores públicos dentro del procedimiento de contratación pública. 

Existirá participación directa del servidor público cuando, por el ejercicio de sus funciones, tenga 

la facultad jurídica de decidir, deliberar, opinar, asesorar o participar de cualquier otra forma 

directamente en el procedimiento de contratación, entendido este desde la definición del objeto 

contractual hasta su ejecución final. 

Este supuesto abarca a quienes deben rendir dictámenes o informes técnicos, preparar o tramitar 

alguna de las fases del procedimiento de contratación o fiscalizar la fase de ejecución. 

La participación directa incluye a las personas físicas contratadas por servicios profesionales que 

intervengan en el procedimiento de contratación pública. Existirá participación indirecta de los 

servidores públicos cuando por interpósita persona, física o jurídica, se participe en los 

procedimientos de contratación. 



Prohibición sobreviniente: 

Existirá prohibición sobreviniente cuando la causal de prohibición respectiva se produzca 

después de emitida la decisión inicial del procedimiento de contratación y antes del acto de 

adjudicación. En tal caso, la oferta afectada por la prohibición no podrá ser adjudicada y se 

liberará al oferente de todo compromiso con la Administración. 

Cuando la causal de la prohibición sobrevenga sobre un contratista favorecido con una 

adjudicación en firme, deberá informarlo a la Administración dentro de los cinco días hábiles al 

acaecimiento del hecho, a fin de que se deje constancia de dicha situación en el expediente 

administrativo electrónico. En tal caso, la Administración deberá velar, con especial diligencia, 

porque el contrato se ejecute bajo las condiciones pactadas, sin que puedan existir tratos distintos 

de los dados a otros contratistas en iguales condiciones. 

Deber de abstención de los funcionarios 

Aquellas personas servidoras públicas que intervengan en cualquier etapa de los procedimientos 

de contratación deberán abstenerse de participar en todo tipo de decisión de la que sea posible 

llegar a obtener algún beneficio para sí, su cónyuge, compañero o compañera en unión de hecho 

o sus parientes hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad. Igualmente, deberá 

abstenerse de todo tipo de decisión en aquellos casos donde participen terceros con los que tenga 

relaciones profesionales, laborales o de negocios y en los procedimientos en los que participen 

sociedades en las que las personas antes referidas ejerzan algún puesto de dirección o 

representación o tengan participación en el capital social o sean beneficiarias finales. 

En caso de duda sobre la existencia de un conflicto de intereses en los términos del párrafo 

anterior, se deberá optar por la abstención. 

Todos los servidores públicos deberán abstenerse de participar, opinar o influir, en cualquier 

forma, en la ejecución del contrato, cuando la causal sobreviniente de prohibición configure un 

conflicto de intereses real o potencial, conforme se establezca en el reglamento. 

Se prohíbe a los servidores públicos, ya sea directamente o a través de interpósita persona, 

adquirir acciones o cualquier tipo de participación en el capital social de personas jurídicas que 

tengan contratos en ejecución o actos de adjudicación en firme con las entidades para las cuales 

laboran, derivados de procedimientos en los cuales hayan tenido injerencia o poder de decisión 

en cualquier etapa, inclusive en su fiscalización posterior o en la etapa de ejecución 



Alcance de la prohibición. 

En los procedimientos de contratación pública tendrán prohibido participar como 

oferentes, en forma directa o indirecta: 

a) El presidente y los vicepresidentes de la República; los ministros, con cartera o sin ella; los 

viceministros; los diputados de la Asamblea Legislativa; los magistrados propietarios y suplentes 

del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones; el contralor y el subcontralor Generales 

de la República; el defensor y el defensor adjunto de los Habitantes; el procurador general y el 

procurador general adjunto de la República; el tesorero y el subtesorero nacionales, el fiscal 

general de la República, el director y el subdirector de Contratación Pública; el regulador general 

de la República; los superintendentes de entidades financieras, de Valores, de Seguros y de 

Pensiones, así como los respectivos intendentes y los jerarcas de la Superintendencia de 

Telecomunicaciones. En los casos de puestos de elección popular, la prohibición comenzará a 

surtir efectos a partir de la publicación del respectivo nombramiento en La Gaceta. 

b) Todos los servidores públicos en los procedimientos de contratación pública que promueva la 

propia entidad en la que estos presten sus servicios, o que sean promovidos para atender las 

necesidades de la entidad en que laboran. Con la propia entidad, los miembros de junta directiva, 

los presidentes ejecutivos, los gerentes y los subgerentes, tanto de las instituciones 

descentralizadas como de las empresas públicas, los regidores y síndicos propietarios y suplentes 

y el alcalde y los vicealcaldes municipales. 

c) Las personas jurídicas privadas en cuyo capital social, en puestos directivos o de 

representación, participe alguna de las personas sujetas a prohibición o en las que estas sean 

beneficiarias finales. 

d) Las personas jurídicas sin fines de lucro, tales como asociaciones, fundaciones y cooperativas, 

en las cuales las personas sujetas a prohibición figuren como directivos, fundadores, 

representantes, asesores o que ostenten cualquier puesto con capacidad de decisión. 

e) Las personas físicas que no se desempeñen como funcionarios del ente que promueve el 

concurso, o personas jurídicas que hayan intervenido como asesoras en cualquier etapa del 

procedimiento de contratación, que hayan participado en la elaboración de las especificaciones, 

los diseños y los planos respectivos, en la etapa de ejecución o deban participar en su 

fiscalización posterior, tendrán prohibida la participación en el procedimiento en el que hayan 



intervenido. Esta prohibición no se aplicará en los supuestos en que se liciten conjuntamente el 

diseño y la construcción de la obra, las variantes alternativas respecto de las especificaciones o 

los planos suministrados por la Administración, ni en aquellos casos derivados de un contrato de 

asociación público - privada donde se presenten tales supuestos. 

f) Las personas jurídicas que contraten a un exservidor público que haya intervenido en alguna 

etapa del procedimiento. Esa intervención consistirá en la emisión de cualquier insumo que sea 

utilizado en el procedimiento en cuestión. 

g) Los grupos de interés económico en los cuales participe alguna de las personas físicas o 

jurídicas privadas sujetas a la prohibición. 

h) Los oferentes en los que dentro de la lista de subcontratistas figure alguna de las personas 

físicas o jurídicas sujetas a la prohibición. 

i) Los sujetos privados que ofrezcan bienes, obras y servicios en asociación con una entidad 

pública, en los cuales participe alguna de las personas físicas o jurídicas sujetas a la prohibición. 

j) El cónyuge, el compañero o la compañera en unión de hecho de los funcionarios que originan 

la prohibición, así como sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado 

inclusive. 

k) Las personas jurídicas en las cuales tengan participación en el capital social, sean beneficiarios 

finales de estas o ejerzan algún puesto de dirección o representación, el cónyuge, el compañero, 

la compañera o los parientes indicados en el inciso anterior. 

 

2. Se modifica la Sección II. Datos de la Licitación (DDL), apartado 15.3 del Documento 

Estándar para Licitación Pública Internacional, para que se lea de la siguiente manera: 

 

El contratista no estará sujeto a impuestos nacionales sobre los gastos y montos pagaderos 

bajo el contrato, por lo cual no deberá incluir los mismos en la oferta económica. 

 

Lo anterior, en concordancia con el Artículo 8 de la Ley No. 10456. “Aprobación del 

contrato de préstamo N.° 2317 que financiará el Programa de emergencia para la 

reconstrucción integral y resiliente de infraestructura (PROERI), suscrito entre la 



República de Costa Rica y el Banco Centroamericano de Integración Económica 

(BCIE)”, en donde se indica: 

 

“ARTÍCULO 8- Exención de pago de impuestos No estarán sujetos al pago de ninguna 

clase de impuestos, timbres, tasas, contribuciones o derechos, los documentos que se 

requieran para formalizar el contrato de préstamo N.°2317, así como su inscripción en 

los registros correspondientes queda exonerada de todo tipo de pago. 

 

Asimismo, las instituciones públicas que actúen como organismos ejecutores del 

contrato estarán exentos del pago de toda clase de tributos, respecto de las adquisiciones 

de bienes y servicios necesarios para la ejecución en la ejecución e implementación del 

Programa. 

Se tendrá por exonerado el pago de todo timbre requerido para las gestiones que se 

realice ante los colegios profesionales, las municipalidades e instituciones del Estado. La 

exoneración eventual de los combustibles se entenderá otorgada a favor de la 

Refinadora Costarricense de Petróleo (Recope), a efectos de que venda de forma 

exonerada los combustibles que se requieran para la ejecución de los proyectos que 

conforman el Programa. 

 

El organismo ejecutor competente coordinará con el Ministerio de Hacienda todo lo 

relacionado con esta exoneración específica. 

 

Los terceros contratados mediante los procedimientos de ejecución del Programa 

gozarán únicamente de las mismas exenciones que los organismos ejecutores del 

contrato, respecto de las adquisiciones de bienes y servicios necesarios parala ejecución 

en la ejecución e implementación del Programa, para lo cual deberán contar con la 

previa recomendación de los organismos ejecutores para gestionar sus exenciones ante 

la Dirección General de Hacienda del Ministerio de Hacienda y deberán cumplir con 

todas las demás obligaciones tributarias. Estas exenciones y obligaciones deben estar 

expresamente en el cartel de contratación que para los efectos debe gestionarse.” 

 

Deberá realizar el trámite de exoneración a través de EXONET en los términos de lo 

dispuesto en el Decreto Ejecutivo N°31611-H. 

 



El contratista estará sujeto a pagos por conceptos de prestaciones o seguridad social bajo el 

contrato, por lo cual deberá incluir los mismos en la oferta económica. 

 

El contrato que se genere, no crea relación laboral entre el personal del contratista o sus 

subcontratistas -en caso de existir-, y el contratante, por lo que el contratista tendrá el deber 

ineludible de cumplir con todas las obligaciones laborales y de seguridad social del personal 

a su cargo, incluyendo el salario mínimo establecido en el Decreto de Salarios Mínimos. 

 

Dirección de Proveeduría Institucional. - Irán Barquero Mena, Director.1: Autorización para 

presentar la oferta y capacidad para obligarse y contratar 

 


